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OPINIÓN N.° 077-2006/GNP

Consultante: 
Laboratorios Americanos S.A.  

Asunto:
Suscripción de un contrato derivado del mandato de una resolución del Tribunal de CONSUCODE que adolece de vicios de nulidad

Referencia:


Carta de fecha 18.07.06 

1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Gerente General de la empresa Laboratorios Americanos S.A. consulta si es factible suscribir un contrato en cumplimiento de una resolución del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado que contiene vicios de nulidad reconocidos expresamente por dicho Órgano Colegiado.

2. 
CONSULTA

Se consulta si, en resguardo del alto interés público que implica la adquisición de medicamentos estratégicos, una Entidad pública se encuentra en la obligación de suscribir el respectivo contrato con el postor impugnante conforme a lo señalado por el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, pese a que, posteriormente, dicho Órgano ha advertido y reconocido la existencia de un vicio de nulidad en su resolución.
3.
ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 (en lo sucesivo “la Ley”), la Segunda Disposición Final de su Reglamento
 (en lo sucesivo “el Reglamento”) y el procedimiento 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de las normas sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión o mención a asuntos específicos. En este sentido, el presente análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

3.1
En principio, cabe anotar que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 54º de la Ley, las controversias que se suscitan durante los procedimientos de selección, es decir, desde la convocatoria hasta antes de la suscripción del contrato, se resuelven previa interposición de los recursos de apelación y de revisión.

El recurso de apelación tiene por objeto cuestionar las decisiones del Comité Especial o del órgano encargado de conducir el proceso de selección, y se presenta ante dicho órgano, quién deberá elevar todo lo actuado a la máxima autoridad administrativa de la Entidad para su resolución.
El recurso de revisión se interpone ante el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (en lo sucesivo el Tribunal), contra la resolución que se pronuncia respecto del recurso de apelación —en licitaciones y concursos públicos—, la denegatoria ficta recaída sobre el recurso de apelación —con prescindencia del tipo de proceso de selección— y las resoluciones emitidas por el Titular o la máxima autoridad administrativa de la Entidad
.

En este contexto, las resoluciones emitidas por el Tribunal ponen fin a la vía administrativa y son de cumplimiento obligatorio, en atención a lo establecido en el artículo 53º de la Ley. Asimismo, gozan de la presunción de validez establecida en el artículo 9º de la Ley N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, cuando son emitidas conforme al ordenamiento jurídico
.

Sin embargo, cabe que la parte que se considere afectada por alguna resolución del Tribunal cuestione su validez en la vía judicial mediante la acción contencioso-administrativa, a tenor de lo dispuesto en el artículo 148º de la Constitución Política del Estado
.

También cabría que el propio Tribunal propicie que la autoridad judicial declare la nulidad de su resolución vía el proceso contencioso administrativo, dado que dicho órgano no se encuentra facultado para declararla de oficio
. 

De ello se infiere que la presunción de validez de una decisión administrativa del Tribunal puede ser desvirtuada por una decisión judicial firme.

No obstante, también debe precisarse que dicha eventualidad —es decir, que una resolución judicial enerve los efectos de una resolución del Tribunal— sólo se produciría a partir que se comunique al Tribunal la decisión judicial adoptada, dado que, a tenor del citado artículo 54º de la Ley, la sola interposición de una acción contencioso administrativa no suspende los efectos de la resolución del Tribunal; es decir, no suspende los efectos del acto administrativo
.
Excepción a dicha regla se configura cuando, antes del inicio del proceso contencioso administrativo o durante el transcurso del mismo, se concede una medida cautelar a favor del recurrente, que dispone la suspensión de los efectos de la resolución administrativa. Dado que el proceso cautelar tiene por objeto que la autoridad jurisdiccional dicte medidas provisionales que anticipen los efectos de la decisión judicial final —sentencia—, éste importa un prejuzgamiento y es de carácter provisional, teniendo por finalidad asegurar el cumplimiento de la decisión definitiva
. En otras palabras, su procedencia está directamente vinculada al aseguramiento de lo que posteriormente se resuelva respecto de la pretensión del proceso principal, es decir al requerimiento de tutela jurisdiccional planteado por el impugnante de la resolución emitida por el Tribunal respecto de un proceso de selección específico.

3.2
De otro lado, según establece el artículo 196º del Reglamento, una vez que la buena pro ha quedado consentida o administrativamente firme, tanto la Entidad como el postor ganador de la buena pro quedan obligados a suscribir el contrato respectivo. En el caso de la Entidad, según dispone la norma, sólo podrá negarse a suscribir el contrato por razones de recorte presupuestal correspondiente al objeto materia del proceso de selección, debidamente acreditadas.



Siendo ésta la regla general, una vez emitida la resolución del Tribunal, la Entidad deberá suscribir el contrato con el o los postores adjudicatarios de la buena pro, siguiendo el procedimiento establecido en el artículo 203º del Reglamento. 

La mencionada regla general —es decir, que corresponde a la Entidad suscribir el contrato con el postor ganador conforme a la resolución del Tribunal— encuentra su sustento en el carácter obligatorio de las resoluciones del Tribunal, órgano que como última instancia administrativa en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado, tiene la facultad de compeler al cumplimiento de sus mandatos, sea que estos tengan efectos sobre proveedores o sobre Entidades públicas.

4.
CONCLUSIONES

4.1
Las resoluciones del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado ponen fin a la vía administrativa y son de cumplimiento obligatorio, de modo que obligan a las partes (Entidad y proveedor) a observar lo que en ella se haya dispuesto, salvo que como resultado de una acción contencioso administrativa, una decisión judicial declare inválido el acto administrativo, o cuando la autoridad judicial concede una medida cautelar suspendiendo sus efectos.
Jesús María, 12 de septiembre de 2006.
VVS/.

� Aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF.





� Artículo 161º del Reglamento.





� Ley N.º 27444:





“Artículo 8.- Validez del acto administrativo


Es válido el acto administrativo dictado conforme al ordenamiento jurídico.





Artículo 9.- Presunción de validez


Todo acto administrativo se considera válido en tanto su pretendida nulidad no sea declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según corresponda”.





� Según el artículo 1º de la Ley Nº 27584, Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo, la finalidad de la citada acción contencioso administrativa es el control jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones de la administración pública sujetas al derecho administrativo y la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados.





� Artículo 200º de la Ley N.º 27444:





“(…)


202.5 Los actos administrativos emitidos por consejos o tribunales regidos por leyes especiales competentes para resolver controversias en última instancia administrativa, no pueden ser objeto de declaración de nulidad de oficio. Sólo procede demandar su nulidad ante el Poder Judicial, vía el proceso contencioso-administrativo, siempre que la demanda se interponga dentro de los tres años siguientes a contar desde la fecha en que el acto quedó firme”.





� “(…) Uno de los privilegios de la Administración es el de la ejecutividad de los actos administrativos, conforme el cual el inicio del proceso contencioso administrativo no supone la suspensión del acto impugnado, salvo, claro está, que en el proceso se haya solicitado alguna medida cautelar tendiente a suspender los efectos del acto impugnado”. PRIORI POSADA, Giovanni. Comentarios a la Ley del Proceso Contencioso Administrativo. Ara Editores, Lima: 2002. Pág. 155.





� Artículo 608º y 612º del Código Procesal Civil.








